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RESTRICCIONES A LAS AUTORIDADES Y SERVIDORES PÚBLICOS DURANTE EL PROCESO ELECTORAL

1. Actos de gobierno y de servidores públicos

La participación de los servidores públicos en actos relacionados con las funciones que tienen encomendadas, no vulnera los principios de imparcialidad y equidad en la contienda electoral, siempre y cuando no difundan mensajes que impliquen su pretensión a ocupar un cargo de elección popular, la intención de obtener el voto, de favorecer o perjudicar a un partido político o candidato, o que de alguna manera, los vincule a los procesos electorales.

Al respecto, puede seguirse desarrollando la actividad gubernamental y la obra pública siempre que la aplicación de recursos públicos se lleve a cabo de manera imparcial. En ese sentido, está prohibido por ejemplo:

a) Sujetar en cualquier modo la entrega de recursos de programas públicos, la prestación de servicios públicos o la realización de obras públicas a la promesa o demostración de votar o no votar en un sentido determinado, en cualquier etapa del proceso electoral, o a la promesa de promover o participar en un acto político o electoral.

b) Recoger, retener o recabar la información de la credencial para votar con fotografía sin causa prevista por ley o amenazar con ello, a cambio de entrega o mantenimiento de recursos públicos, bienes, obras, servicios o programas públicos en general.

c) Ordenar, permitir o llevar a cabo la entrega, otorgamiento, administración o provisión de recursos, bienes o servicios públicos que contengan elementos que conlleven la promoción personalizada de servidores públicos o la promoción del voto en determinado sentido.

d) Permitir o llevar a cabo el destino de fondos, bienes o servicios públicos para apoyar o perjudicar a determinado actor político.

e) Ordenar, permitir o llevar a cabo la utilización de recursos públicos o de los medios de comunicación social oficiales, o los tiempos del Estado en radio o televisión, para influir en el voto.

2. Propaganda gubernamental

Concepto

El concepto “propaganda” no se encuentra definido en la Ley; sin embargo, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha señalado “que se debe entender como propaganda gubernamental, difundida por los poderes Federales, estatales y municipales, el conjunto de actos, escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que llevan a cabo los servidores o entidades públicas que tenga como finalidad difundir para el conocimiento de la ciudadanía la existencia de logros, programas, acciones, obras o medidas de gobierno para conseguir su aceptación”.

En este sentido, el Tribunal Electoral concluye que para estar en presencia de propaganda gubernamental, se requiere cuando menos:

a) 	La emisión de un mensaje por un servidor o entidad pública.
b) 	Que éste se dé mediante actos, escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y/o expresiones.
[bookmark: LPHit2]c) 	Que se advierta que su finalidad es difundir logros, programas, acciones, obras o medidas de gobierno; y
d) 	Que tal difusión se oriente a generar una aceptación en la ciudadanía.

Sobre este punto es importante señalar que el 25 de agosto de 2010, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió una sentencia a propósito de los mensajes del Presidente de la República los días 15 de junio (mensaje en cadena nacional); 30 de junio (discurso pronunciado en el evento de facilidades administrativas), y 1 de julio de 2010 (mensaje sobre cifras de empleo), en la que se determinó que el Presidente de la República violó la Constitución con dichos mensajes (ANEXO 1).

Restricciones

Desde el inicio del proceso electoral y hasta el día anterior al inicio de las campañas electorales (29 de marzo del 2012), el Gobierno Federal puede difundir propaganda gubernamental de todo tipo (con fines informativos o de orientación social). En el ANEXO 2 se señalan las etapas del proceso electoral federal.

A partir del inicio de las campañas electorales y hasta la conclusión de la jornada electoral (del 30 de marzo hasta el 1 de julio incluido), la propaganda gubernamental deberá suspenderse completamente, excepto:

a) Las campañas relativas a servicios educativos, servicios de salud, campañas de protección civil en casos de emergencias (excepciones constitucionales). 

b) Propaganda para la asistencia pública de la Lotería Nacional y de Pronósticos para la Asistencia Pública; publicidad informativa sobre promoción turística nacional y de otros centros turísticos del país; campañas de educación del SAT para incentivar el cumplimiento de obligaciones fiscales; la propaganda que el IFAI emita para difundir los derechos de acceso a la información y de protección de datos personales; las campañas del Banco de México de contenido exclusivamente educativo; la transmisión publicitaria de la conmemoración del 150 aniversario de la batalla del 5 de mayo (entre el 15 de abril y el 6 de mayo); las campañas difundidas por la Secretaría de Salud y la SCT en materia de prevención de accidentes y de educación vial en carreteras y autopistas referente al periodo vacacional de semana mayor (del 1 al 14 de abril); la propaganda con motivo del inicio del programa de horario de verano (a transmitirse del 30 a de marzo al 1 de abril); las campañas relativas a la difusión de las actividades y servicios en materia artística y cultural llevada a cabo por el CONACULTA; la campaña educativa denominada “Cultura del Agua, versión nuevos hábitos 2012” a difundirse por la CONAGUA (excepciones reconocidas por el IFE).[footnoteRef:1] [1:  Estas excepciones fueron reconocidas por el IFE mediante el Acuerdo CG75/2012, del 8 de febrero de 2012, mediante el cual se emiten las normas reglamentarias sobre propaganda gubernamental para el proceso electoral 2011.2012. Los supuestos señalados se consideran excepciones a la obligación de suspender propaganda gubernamental, siempre y cuando no incluyan nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público ni contengan logotipos, slogans o cualquier otro tipo de referencias al Gobierno Federal o a algún otro gobierno o a sus campañas institucionales y no puede comprender información sobre logros de gobierno, obra pública e incluso emitir información sobre programas y acciones que promuevan innovaciones en el bien de la ciudadanía ni referencias visuales o auditivas a las frase, imágenes, voces o símbolos que pudieran ser constitutivos de propaganda política o electoral. El Acuerdo fue impugnado por el PRI y el PAN pero el 7 de marzo de 2012 la Superior del Tribunal Electoral resolvió que es válido.] 


Esta propaganda permitida debe tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social, y está sujeta a las siguientes restricciones:

· No pueden contener logotipos, slogans o cualquier otro tipo de referencias al Gobierno Federal o a algún otro gobierno o a sus campañas institucionales.
· No puede incluir nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.
· No puede incluir mensajes destinados a influir en las preferencias electorales, a favor o en contra de aspirantes, precandidatos, candidatos o partidos políticos.
· No puede contener menciones al proceso electoral o expresiones vinculadas a éste como “voto”, “sufragio”, “comicios; “elección”, “elegir”, “proceso electoral” y cualquier otra similar.
· No puede difundir logros de gobierno, obra pública o información sobre programas y acciones que promuevan innovaciones en bien de la ciudadanía. Sobre este particular, el Tribunal Electoral ha sostenido que “el funcionario público es quien tiene la responsabilidad de cuidar que el contenido de su mensaje no difunda programas, acciones o logros de gobierno, y que no esté dirigido a influir en las preferencias electorales o en la opinión pública durante un proceso electoral federal o local”.

c) Además de las excepciones antes señaladas, el Tribunal Electoral ha reconocido como algo EXTRAORDINARIO y excepcional la posibilidad de que los gobernantes puedan dirigir mensajes informativos a la población, incluso durante el periodo de campañas electorales. Se trata de mensajes inexcusables y necesarios para la población que en todo caso deben reunir los siguientes requisitos:

· No constituyan propaganda gubernamental (difusión de programas, acciones, obras o logros de gobierno);
· Se justifiquen plenamente en el contexto de los hechos particulares que lo motiven (siniestro, emergencia o caso de fuerza mayor);
· Se refieran específicamente a los hechos particulares que motivan su difusión, y
· Se trate de un mensaje inexcusable e incluso necesario por parte del gobernante hacia la población, para hacer del conocimiento público, la posición asumida por el gobierno ante esa situación particular.

Lo anterior puede materializarse mediante el uso de la “cadena nacional” de los medios de comunicación.

Internet. Podrán permanecer en internet los portales de los entes públicos, siempre y cuando tengan carácter informativo o de medio para la realización de trámites o servicios y no se emitan en los mismos logros a su favor.

“Hora Nacional”. Desde el inicio de los periodos de campañas y hasta el día en que se celebre la jornada comicial respectiva, no podrán difundirse logotipos, frases o cualquier tipo de referencias visuales o auditivas al gobierno federal o a algún otro gobierno, ni elementos de propaganda personalizada de servidor público alguno, y deberá suprimirse toda propaganda de cualquier ente público.

Facebook y Twitter. Son medios que utilizan el internet, catalogados como un medios de comunicación masiva que no cuentan con regulación especial en nuestro marco jurídico; no obstante, en nuestra opinión, nada impide considerar tanto al Facebook como al Twitter como medios de comunicación masiva a los que les serían aplicables las consideraciones expuestas en la presente nota y, por lo tanto, sujetos a las regulaciones y excepciones ya analizadas. En atención a lo anterior, por lo que se refiere a las cuentas oficiales, éstas se podrán utilizar con recursos públicos con las restricciones apuntadas para cualquier difusión.

En cuanto a las cuentas personales que mantengan los servidores públicos de ninguna manera podrán ser utilizadas con recursos públicos (computadoras, tarjetas BAM, teléfonos celulares, Blackberries) ni durante la jornada laboral. Los mensajes transmitidos en estos casos deberán ser exclusivamente a título personal.

Las limitaciones a la propaganda gubernamental aplican también durante los procesos electorales locales. En 2012: Campeche, Colima, Chiapas, Distrito Federal, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Estado de México, Morelos, Nuevo León, Querétaro, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Yucatán.

3. Asistencia a eventos político-electorales. 

El Presidente de la República, los Gobernadores de los Estados, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, los Presidentes Municipales, los Jefes Delegacionales del Distrito Federal y los servidores públicos en general, pueden asistir a mítines o actos de apoyo a partidos o candidatos, fuera de sus jornadas laborales. En dichos actos no deben emplearse recursos públicos (vehículos oficiales, por ejemplo) y deben acudir a título personal o como militantes o simpatizantes, no como servidores públicos.

4. Partidos Políticos

Se puede hacer referencia a programas de gobierno en la propaganda política o electoral de los partidos políticos, salvo que se transgredan otros valores esenciales de la democracia (como condicionar la aplicación de programas a conductas en favor o en contra de un actor político).

A partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jornada electoral, los precandidatos y candidatos no podrán asistir a eventos oficiales de gobierno.

Conclusiones

Hasta el 29 de marzo de 2012 puede llevarse a cabo cualquier acto público y difusión de propaganda gubernamental como hasta ahora. A partir del 30 de marzo comienzan las restricciones antes señaladas en materia de propaganda gubernamental. 

Debe partirse de la premisa de que a partir del 30 de marzo nos encontraremos en un entorno restrictivo y observado por los actores políticos, por lo que es necesario que en cada caso se revise que el contenido del mensaje cumpla con las restricciones señaladas en esta nota, ya que es previsible que por el entorno cualquier mensaje pueda ser cuestionado ante las autoridades electorales. Es importante señalar que la diversidad y ambigüedad de criterios sostenidos por las autoridades electorales hacen que sea muy incierto el resultado de una posible impugnación.

a) Ejemplos de actos que SÍ pueden realizar los servidores públicos en este último periodo:

· Durante la jornada laboral o en su carácter de servidor público:

· Cualquier acto de gobierno (concesiones, permisos, autorizaciones, obras, entrega de apoyos sociales, etc.)
· Continuar con propaganda gubernamental relativa a servicios educativos o de salud y protección civil en casos de emergencia, así como la permitida por el IFE.
· Asistir a actos oficiales.
· Inaugurar obras o poner en marcha servicios (cuidando los mensajes alusivos de acuerdo a lo que se estipula en este documento).
· Dirigir mensajes necesarios e inexcusables a la población (por ejemplo a través de boletines de prensa) que se justifiquen plenamente en el contexto de los hechos particulares que lo motiven (siniestro, emergencia o caso de fuerza mayor), que se refieran específicamente a los hechos particulares que motivan su difusión.

En ningún caso podrá hacerse referencia en mensajes públicos a logros, acciones o programas de gobierno. 

· Fuera de la jornada laboral, a título personal y sin utilizar recursos públicos:

· Asistir a actos públicos no oficiales (presentaciones de libros, exposiciones, foros, etc.)
· Asistir a actos políticos en apoyo a candidatos o partidos.
· Ejercer su libertad de expresión.

b) Ejemplos de actos que NO pueden hacerse en el ejercicio del cargo durante el periodo:

· Convocar a los medios de comunicación o conferencias de prensa o de cualquier manera difundir programas, acciones o logros de gobierno.
· Difundir propaganda gubernamental distinta de la permitida.
· Difundir mensajes destinados a influir en las preferencias electorales, a favor o en contra de aspirantes, precandidatos, candidatos o partidos políticos o que incluyan menciones al proceso electoral.
· Ejercer presión para orientar el sentido del voto.
· Poner bienes o recursos públicos a disposición de candidatos o partidos políticos.
· Existe restricción para que las casillas se instalen en casas habitadas por servidores públicos de confianza de los tres niveles de gobierno.

Es importante señalar que la violación de las restricciones señaladas no sólo puede traer la responsabilidad del servidor público infractor, sino que existe la posibilidad de que dicha violación sea considerada causa de inequidad o imparcialidad en una impugnación contra el resultado electoral.

ANEXO 1

El 25 de agosto de 2010, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió una sentencia a propósito de los mensajes del Presidente de la República los días 15 de junio (mensaje en cadena nacional); 30 de junio (discurso pronunciado en el evento de facilidades administrativas), y 1 de julio de 2010 (mensaje sobre cifras de empleo), en la que se destaca lo siguiente:

· El Presidente de la República es responsable de infringir el artículo 41, Base III, Apartado C, de la Constitución, en relación con los numerales 2°, párrafo 2 y 347, párrafo 1, inciso b), del COFIPE, al difundir propaganda gubernamental en época electoral. Ello, porque en los mensajes difundidos se incluyeron indebidamente referencias expresas a logros del gobierno federal e incluso menciones específicas de programas gubernamentales tales como el programa “escuela segura”, lo que resulta contrario a la suspensión de propaganda gubernamental en época electoral que ordena la Constitución.

· Otro elemento que consideró la Sala Superior para concluir que se violó lo dispuesto por la Constitución, es que los mensajes difundidos por el Presidente de la República se encontraban contenidos en el portal electrónico de la Presidencia, bajo el rubro “logros de gobierno”, lo que constituyó un elemento con valor probatorio pleno. 

· Es importante destacar que en esta materia, la sentencia precisa que “el medio de comunicación no asume ninguna responsabilidad directa o indirecta por transmitir una cobertura noticiosa en ejercicio de la libre expresión, pues el funcionario público es quien tiene la responsabilidad de cuidar que el contenido de su mensaje no difunda programas, acciones o logros de gobierno, y que no esté dirigido a influir en las preferencias electorales o en la opinión pública durante un proceso electoral federal o local”.

· [bookmark: LPHit3]En el desarrollo de un proceso electoral, durante las campañas electorales y hasta la conclusión de la jornada electoral, se deberá suspender por los servidores o entidades públicas la difusión de cualquier acto, escrito, publicación, imagen, grabación, proyección o expresión que tenga como finalidad difundir para el conocimiento de la ciudadanía la existencia de logros, programas, acciones, obras o medidas de gobierno para conseguir su aceptación por la ciudadanía.

· Por otra parte, la Sala Superior reconoce que sí es posible difundir información vinculada con el ejercicio del desempeño del encargo, pero por las características que se emplearon en los mensajes presidenciales, se concluyó que se trató de propaganda gubernamental en una época en la que la Constitución la prohíbe.

· En efecto, la sentencia detalla que los gobernantes pueden dirigir mensajes informativos a la población, incluso durante el periodo de campañas electorales, siempre que: 

a)	No constituyan propaganda gubernamental (difusión de programas, acciones, obras o logros de gobierno);

b)	Se justifiquen plenamente en el contexto de los hechos particulares que lo motiven (siniestro, emergencia o caso de fuerza mayor);

c)	Se refieran específicamente a los hechos particulares que motivan su difusión, y

d)	Se trate de un mensaje inexcusable e incluso necesario por parte del gobernante hacia la población, para hacer del conocimiento público, la posición asumida por el gobierno ante esa situación particular.

Lo anterior puede materializarse mediante el uso de la “cadena nacional” de los medios de comunicación.

· Ahora bien, el Tribunal Electoral también concluyó que aunque en el caso específico existió una violación a lo dispuesto por el artículo 41 constitucional, lo cierto es que dicha “normativa electoral no prevé sanción aplicable al Presidente de la República cuando infringe la prohibición constitucional de difundir propaganda gubernamental dentro del periodo que comprende desde el inicio de las campañas electorales hasta el día de la jornada electoral inclusive, dada la imperfección de la norma”. 




[bookmark: _GoBack]ANEXO 2

Etapas del proceso electoral federal 2011-2012

	Etapa
	Fechas en que se desarrollará

	Inicio del proceso electoral hasta antes del inicio de las precampañas
	Del 7 de octubre al 17 de diciembre de 2011

	Precampañas
	Del 18 de diciembre de 2011 al 15 de febrero de 2012

	Intercampañas
	Del 16 de febrero al 29 de marzo de 2012

	Campañas 
	Del 30 de marzo al 27 de junio de 2012

	Periodo de reflexión
	Del 28 al 30 de junio de 2012

	Jornada Electoral
	1º de julio de 2012
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